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Primera instancia considera que tales medios de conocimiento no resultaban importantes para el presente asunto ya que se tratan de hechos anteriores a los aquí investigados (…)
De acuerdo a ello, y teniendo en cuenta que uno de los reproches de los no recurrentes estuvo encaminado a señalar que la sustentación por parte del representante del Ente Acusador, al momento de hablar de la pertinencia, conducencia y utilidad de esa prueba para este asunto, fue precaria en su momento, debe decir la Sala que indudablemente ello es cierto, pues al oír la intervención del Fiscal, se hace evidente que se quedó corto al momento de indicar qué era lo que pretendía demostrar con ese pedido , lo que acarreó que la señora Jueza de instancia considerara que ello resultará inútil al proceso y por tal motivo las inadmitiera. Sin embargo, es necesario reconocer que al sustentar su apelación el Fiscal fue mucho más claro al señalar que lo que pretende con tales pruebas, es evidenciar como el procesado JDIL es proclive a verse inmerso en situaciones relacionadas con el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, más concretamente de aquel conocido como éxtasis. 

A la luz de lo anterior, y si bien es cierto los hechos ocurridos el 9 de julio de 2017 en que se vio inmiscuido el señor JDIL no están relacionados de manera directa con los narrados dentro del presente proceso, los mismos si reportan utilidad, de acuerdo a lo argumentado por la Fiscalía, para su teoría del caso, sin que tal cosa implique que al acusado se le vaya a juzgar acá por tal situación, pues tal cosa solo servirá, tal como se aprecia de lo escuchado en el audio de la diligencia preparatoria, como un posible indicio sobre la capacidad moral del procesado para delinquir, que tendría como sus hechos indicadores el consistente en que ambas oportunidades fue capturado en posesión de la misma clase de sustancia estupefaciente, esto es éxtasis; bajo ese entendido, no evidencia esta Corporación que con lo pedido se vulnere derecho alguno del procesado, como tampoco que ello se enmarque dentro de una de las causales del inadmisión probatoria establecidas en el art. 376 del C.P.P.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

AUTO INTERLOCUTORIO DE SEGUNDA INSTANCIA

Aprobado Acta No. 056 del 25 de enero de 2018. H: 2:10 p.m. 
Pereira, veintiséis (26) de enero de dos mil dieciocho (2018) 
Hora: 09:03 a.m. 
	Radicación:
	66001-6000-035-2017-02452-01

	Acusados:
	NNQ y JDIL

	Delitos:
	Tráfico, fabricación o porte de Estupefacientes.

	Asunto: 
	Apelación auto que inadmite pruebas.

	Procede:
	Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira

	Decisión:
	Revoca auto recurrido


VISTOS:

Procede la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver el recurso de apelación interpuesto por el FISCAL 24 SECCIONAL DE PEREIRA en contra de una decisión proferida por el Juzgado 2º Penal del Circuito de esta localidad, en el devenir de la audiencia preparatoria celebrada el 8 de noviembre de 2017, en la cual se inadmitieron varias pruebas solicitadas por el Ente Acusador dentro de la causa que se sigue a los ciudadanos NNQ Y JDIL, por incurrir en la presunta comisión del delito de Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes con circunstancias de mayor punibilidad.  
ANTECEDENTES Y ACTUACIÓN PROCESAL:
Los hechos génesis del presente proceso, tuvieron su origen siendo las 01:30 horas del 12 de julio de 2017 en el sector de la calle 18 entre carreras 4 y 5 de esta localidad, en donde se encontraban en labores de vigilancia los patrulleros RICKY FERNEY YATE MORENO y RUBÉN DARÍO VIÑEZ, quienes observaron cuando una persona que se encontraba en la vía pública, de sexo masculino que vestía camisa roja a cuadros y jean azul, le entregaba un paquete a otra persona que se encontraba al interior de un vehículo blanco, de placas NEQ 344, marca Kia. Dado lo anterior, los patrulleros se dirigieron hacía los individuos, al llegar al lugar verificaron que dentro del automotor se encontraban dos mujeres, a quienes le solicitaron bajarse del mismo para una diligencia de registro; al hacerlo, una de las damas dejó caer una bolsa transparente de cierre hermético que en el interior contenía una sustancia pulverulenta de color rosado y de características similares a estupefacientes. Así las cosas, estas personas fueron detenidas y puestas a disposición de la autoridad competente. 
Durante las pesquisas inicialmente se averiguo que el hombre que inicialmente entregó la bolsa se identificó como RAFAEL IBÁÑEZ LONDOÑO, portador de la con cédula de ciudadanía No. 9.861.490, sin embargo luego se logró establecer que su verdadero nombre es JDIL propietario de la cédula de ciudadanía No. X.XXX.XXX de Envigado-Antioquía; De igual forma, la mujer que dejó caer la bolsa, se identificó como NNQ, con cédula X.XXX.XXX.XXX de Pereira.

El contenido del paquete que se les encontró, fue sometido a prueba preliminar de PIPH que determinó que se trataba de anfetaminas con anillo sustituido (éxtasis), en cantidad de 7.2 gramos de peso neto; el análisis definitivo dio como resultado que la sustancia concretamente era éxtasis y quetamina.     
Las audiencias concentradas de legalización de captura, formulación de imputación y solicitud de imposición de medida de aseguramiento se efectuaron ante el Juzgado Cuarto Penal Municipal de esta localidad, con Función de Control de Garantías, el día 12 de julio de 2017, en contra de la señora NNQ, y al día siguiente en contra de JDIL, ello teniendo en cuenta que no había sido posible establecer su plena identidad.  Así las cosas, después de impartírsele legalidad a su aprehensión se les endilgaron cargos por incurrir en la presunta comisión del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, verbo rector llevar consigo, con circunstancias de mayor punibilidad dada la coparticipación criminal, cargos que no fueron aceptados por los indiciados. Finalmente, en lo que tiene que ver con la medida de aseguramiento, esta fue retirada por la Fiscalía en lo que respecta a la joven NNQ y en consecuencia de ello el Despacho ordenó su libertad inmediata; en cuanto a JDIL, la misma se mantuvo y por ello se ordenó su detención preventiva en establecimiento de reclusión.  
El 4 de septiembre de 2017 el Ente Acusador radicó escrito de acusación en contra de los presuntos responsables, correspondiéndole por reparto al Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta localidad, quien asumió el conocimiento de la actuación, realizando la audiencia de formulación de acusación el 13 de octubre de 2017, diligencia en la cual se le acusó a ambos imputados, como autores a título de dolo del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes con circunstancias de mayor punibilidad, verbo rector suministrar, para JDIL, y para NNQ el verbo rector fue adquirir.  La audiencia preparatoria se llevó a cabo el 8 de noviembre de 2017, en ella se decretaron todas las pruebas pedidas por los abogados de la defensa, pero no todas las solicitadas por la Fiscalía. 
EL AUTO OPUGNADO:
Como se dijo anteriormente se trata de la decisión tomada por el Juzgado 2º Penal del Circuito de esta localidad, en desarrollo de la audiencia preparatoria llevada a cabo en calendas del 8 de noviembre de 2017, en la cual la A quo decidió no admitir como pruebas del Ente Acusador los testimonios de los patrulleros Jesús Castañeda Arenas y Fernando Arias Fernández, al igual que los informes de captura en flagrancia suscritos por estos; tampoco admitió como prueba el informe preliminar de PIPH suscrito por Sebastián Giraldo Guerrero, ni el informe definitivo sobre sustancia estupefacientes # 15.926 elaborado por María Fernanda Medina Viana el 16 de agosto de 2017, por considerar que los mismos resultan impertinentes e inconducentes porque en nada interesan al proceso el hecho de que el señor JDIL, hubiese sido capturado una semana antes a los hechos de este proceso, por circunstancias similares y que en ese entonces también acreditara otro nombre, toda vez que este es un sistema procesal de hecho y no de autor; además de ello, y teniendo en cuenta la fecha de ocurrencia de los hechos, frente a ese asunto no se tiene certeza de que se haya dictado una sentencia condenatoria, por tanto usar esa información en su contra sería tanto como vulnerar la presunción de inocencia.
Contra la decisión el señor Fiscal interpuso y sustentó el recurso de apelación.
LA ALZADA:

La Fiscalía en su calidad de recurrente señaló que si a la Judicatura no le parecían importantes los hechos en los que se vio involucrado el señor JDIL el 9 de julio de 2017, para el Ente Acusador y su teoría del caso, ello sí resultaba de importancia, pues tales hechos se convierten en un indicio frente al actuar del procesado; y si bien es cierto que estamos frente a un derecho penal de hecho y no de autor, ello no quiere decir que en un proceso no se puedan relacionar situaciones ocurridas antes o incluso con posterioridad al hecho investigado. En ese orden de cosas, es necesario tener en cuenta que la sustancia que se halló en poder del ahora procesado en esa anterior oportunidad correspondía a la misma que se le encontró el 12 de julio de 2017, y es eso lo que se quiere demostrar en juicio con los informes de identificación de sustancia estupefaciente, sin que con ello se vulnere su presunción de inocencia, y tal cosa resulta importante atendiendo a que el verbo rector por el que se le ha acusado a JDIL es el de suministrar, y traer esa situación acá, que en no era la primera vez que él estuviera involucrado en evento donde es incautado el mismo estupefaciente. Aunado a lo anterior, consideró que dentro del presente asunto no se da ninguna de las causales del artículo 376 del C.P.P. para la exclusión de pruebas.
LAS REPLICAS:
Defensor de JDIL, como no recurrente señaló que la decisión adoptada por la Jueza de primera instancia fue acertada por cuanto la información contenida en los informes aludidos no tienen relación ni directa ni indirecta con los hechos materia de juicio oral, son diferentes en cuanto a las circunstancias de tiempo, modo y lugar, y no tienen ningún vínculo con este caso, y son cosas que se están investigando por otro lado, por ende juzgarlo con base en ello sería tanto como violar no solo su presunción de inocencia, sino también el principio del non bis in ídem, ello independientemente de que en ambas oportunidades que su prohijado fue capturado, se hubiese encontrado la misma sustancia estupefaciente. Por otra parte, considera que al momento de sustentar el recurso, el representante de la Fiscalía trato de enmendar lo que no hizo en el momento oportuno, y esto fue justificar en debida forma su pedido frente a estos elementos probatorios, por ende no debe ser de recibo que ahora lo haga. De esa manera solicita que sea confirmada la decisión de primera instancia. 

La Defensora de NNQ, en su calidad de no recurrente, también solicitó que se confirme la decisión de la A quo, por considerar que lo relacionado por el Fiscal no tiene una relación directa con los hechos por los cuales se están juzgado ahora a su defendida y al joven JDIL. Recuerda que el artículo 376 C.P.P. no puede conjugarse como lo hizo el Ente Acusador con la libertad probatoria, pues esta hace relación a la tarifa probatoria cuando no puede demostrarse con un solo medio sino con otros medios un hecho de investigación, haciéndose necesario llevar a juicio otras pruebas pertinentes y que tengan relación con esos hechos expuestos en el escrito de acusación, los que aquí tuvieron ocurrencia el 12 de julio de 2017, lo que deja claro que aquello sucedido con anterioridad a ese día no es pertinente para este juicio. También reitera que el señor Fiscal al momento de argumentar la pertinencia y conducencia de esas pruebas solicitadas nada dijo, y que solo ahora en la sustentación de la apelación explicó las razones por las que le son importantes a su teoría del caso. Concluye diciendo que lo pedido resultaba inadmisible atendiendo que nada tiene que ver con los hechos materia de investigación. Además de ello, señaló que no se tiene conocimiento de cómo dichos elementos probatorios llegaron a este proceso, pues no se evidencia la existencia de una acta de inspección judicial por parte de investigador alguno, en donde dé cuenta de que revisó la carpeta del otro asunto para obtener la copia de los informes de captura en flagrancia y de laboratorio, lo que hace que deban ser excluidos del presente asunto.  
PARA   RESOLVER   SE   CONSIDERA:

- COMPETENCIA:
Esta Sala de Decisión, acorde con lo consagrado en el numeral 1º del artículo 34 del C.P.P. es la competente para resolver la presente alzada, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto y sustentado de manera oportuna en contra de un auto proferido en primera instancia por un Juzgado Penal del Circuito que hace parte de este Distrito judicial.
De igual manera no se encuentra irregularidad procesal que haga cortapisa al análisis de fondo y en su lugar se deba declarar oficiosamente la nulidad de la actuación.  
- PROBLEMA JURÍDICO:
Del sustento del recurso, y la intervención de los no recurrentes, se desprende el siguiente problema jurídico:

¿Fue acertada la decisión adoptada por la Jueza de primer nivel en el sentido de no decretar las pruebas solicitadas por la Fiscalía en cuanto a los testimonios de los patrulleros Jesús Castañeda Arenas y Fernando Arias Fernández y los informes de captura en flagrancia suscritos por estos, al igual que el dictamen preliminar de PIPH suscrito por Sebastián Giraldo Guerrero, y el informe definitivo sobre sustancias estupefacientes No. 15.926 elaborado por María Fernanda Medina Viana el 16 de agosto de 2017, por considerar que tales medios de conocimiento no resultaban importantes para el presente asunto ya que se tratan de hechos anteriores a los aquí investigados?
- SOLUCIÓN:
En aras de desarrollar el cuestionamiento atrás propuesto, resulta válido recordar que acorde con el diseño del Sistema Penal Acusatorio, es la audiencia preparatoria por excelencia el escenario procesal idóneo para el trámite de las solicitudes de pruebas que las partes e intervinientes pretenden hacer valer en el juicio oral, por ende es allí donde el Juez debe determinar de acuerdo a las reglas de pertinencia, conducencia y utilidad cuales han de ser las pruebas que serán practicadas dentro de la etapa del juicio oral, las que a su vez le servirán de fundamento para proferir una sentencia, que puede ser en sentido condenatorio o absolutorio. 
Es de resaltar que la audiencia preparatoria es un acto procesal complejo compuesto de varias fases preclusivas
, en el que las partes deben hacer valer sus pretensiones o aspiraciones, por lo que en los eventos en los cuales no hagan lo que debían hacer en esos precisos momentos estancos, se harían merecedores a una sanción procesal, la cual consistiría en que tendrían la puertas cerradas para poder volver a hacerlo en una etapa procesal posterior. 
Es también dicha diligencia el escenario procesal idóneo para que las partes intervinientes se pronuncien respecto de la oferta probatoria efectuada por su contraparte a través de las herramientas de la exclusión, rechazo o inadmisión de los medios de conocimiento, lo cual tiene como propósito hacer gala a los principios de legalidad, eficiencia y eficacia, a fin de evitar que el juicio sea permeado con medios de conocimiento ilícitos, ilegales, inconducentes, impertinentes o inútiles, por eso en opinión de la Sala resulta válido colegir que la audiencia preparatoria también cumple una finalidad de saneamiento y de purga probatoria. 

En ese orden de ideas, se tiene que en nuestro ordenamiento judicial el artículo 357  C.P.P. establece que es la audiencia preparatoria, el momento en dónde el juez le permitirá, primero a la fiscalía y después a la defensa, solicitar  “… las pruebas que requieran para sustentar su pretensión. El juez decretará la práctica de las pruebas solicitadas cuando ellas se refieran a los hechos de la acusación que requieran prueba, de acuerdo con las reglas de pertinencia y admisibilidad previstas en este código”.

En consonancia con lo anterior, el artículo 376 de ese mismo código, hace las precisiones sobre el tema de la pertinencia de la prueba y deja claro entre otras cosas, que es pertinente aquel medio probatorio que haga referencia “… directa o indirectamente, a los hechos o circunstancias relativos a la comisión de la conducta delictiva y sus consecuencias, así como a la identidad o a la responsabilidad penal del acusado”. 

Por otro lado, encontramos que el artículo 139 del C.P.P. señala como una de los deberes específicos del juez el de evitar “… todos aquellos actos que sean manifiestamente inconducentes, impertinentes o superfluos…”, lo cual incluye el de inadmitir aquel medio probatorio que resulte ser impertinente, inconducente o superfluo para el asunto puesto en su conocimiento, bien sea porque él así lo evidencie o porque quien lo solicita no argumenta en debida forma esos aspectos frente a la misma. 

A su vez y como materialización de lo anterior, el legislador dispuso en el artículo 376 C.P.P. una especie de brújula entorno a la admisibilidad de la prueba, disponiendo de manera taxativa que toda aquella prueba que sea pertinente debe ser admitida excepto en los tres casos allí contemplados que son: “a) Que exista peligro de causar grave perjuicio indebido; b) Probabilidad de que genere confusión en lugar de mayor claridad al asunto, o exhiba escaso valor probatorio, y c) Que sea injustamente dilatoria del procedimiento.”

Frente al tema, ha dicho la Corte Suprema de Justicia: 

“… la prueba es conducente cuando ostenta la aptitud legal para forjar certeza en el juzgador, lo cual presupone que el medio de convicción esté autorizado en el procedimiento; es pertinente cuando guarda relación con los hechos, objeto y fines de la investigación o el juzgamiento; es racional cuando es realizable dentro de los parámetros de la razón y, por último, es útil cuando reporta algún beneficio, por oposición a lo superfluo o innecesario.”
 
Como conclusión de lo dicho hasta el momento, es evidente que es el juez como supremo director del proceso quien tiene la facultad de establecer cuáles pruebas podrán o no llevar al juicio las partes, teniendo en cuanta para todos los casos, la pertinencia, conducencia y utilidad que esa prueba puede ofrecer al proceso, conclusión a la que solo se habrá de llegar a partir de lo que la parte solicitante del medio probatorio exponga al respecto al momento de pedirla.
En ese orden de cosas, es necesario señalar que dentro del presente asunto el señor Fiscal indicó en el momento oportuno que los elementos materiales probatorios y los testimonios que fueran inadmitidos por la A quo dentro del presente asunto, tenían como finalidad demostrar que días atrás a los hechos de este proceso, el señor JDIL, había sido capturado en una situación similar a la que es ahora materia de juzgamiento, y que en tal ocasión se halló la misma sustancia estupefaciente relacionada en este asunto, esto es, éxtasis. 

De acuerdo a ello, y teniendo en cuenta que uno de los reproches de los no recurrentes estuvo encaminado a señalar que la sustentación por parte del representante del Ente Acusador, al momento de hablar de la pertinencia, conducencia y utilidad de esa prueba para este asunto, fue precaria en su momento, debe decir la Sala que indudablemente ello es cierto, pues al oír la intervención del Fiscal, se hace evidente que se quedó corto al momento de indicar qué era lo que pretendía demostrar con ese pedido
, lo que acarreó que la señora Jueza de instancia considerara que ello resultará inútil al proceso y por tal motivo las inadmitiera. Sin embargo, es necesario reconocer que al sustentar su apelación el Fiscal fue mucho más claro al señalar que lo que pretende con tales pruebas, es evidenciar como el procesado JDIL es proclive a verse inmerso en situaciones relacionadas con el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, más concretamente de aquel conocido como éxtasis. 
A la luz de lo anterior, y si bien es cierto los hechos ocurridos el 9 de julio de 2017 en que se vio inmiscuido el señor JDIL no están relacionados de manera directa con los narrados dentro del presente proceso, los mismos si reportan utilidad, de acuerdo a lo argumentado por la Fiscalía, para su teoría del caso, sin que tal cosa implique que al acusado se le vaya a juzgar acá por tal situación, pues tal cosa solo servirá, tal como se aprecia de lo escuchado en el audio de la diligencia preparatoria, como un posible indicio sobre la capacidad moral del procesado para delinquir, que tendría como sus hechos indicadores el consistente en que ambas oportunidades fue capturado en posesión de la misma clase de sustancia estupefaciente, esto es éxtasis; bajo ese entendido, no evidencia esta Corporación que con lo pedido se vulnere derecho alguno del procesado, como tampoco que ello se enmarque dentro de una de las causales del inadmisión probatoria establecidas en el art. 376 del C.P.P. 
Con base en lo dicho hasta aquí, para esta Colegiatura erró la señora Jueza de instancia al momento de decidir sobre la inadmisibilidad de esas pruebas solicitadas por la Fiscalía y que hoy concentran la atención de la Judicatura, pues si bien es cierto, tal como se ha dejado claro en todo este asunto, ellas no tienen una relación directa con los hechos aquí analizados, si podrían llegar a servir como un indicador en torno a la posible inclinación del señor JDIL por los estupefacientes sintéticos, en especial por el comúnmente conocido como éxtasis. 
Por otra parte, en cuanto al tema de la legalidad de esas pruebas, es necesario señalar que no se evidencia de manera flagrante que las mismas se hayan obtenido sin el lleno de los requisitos legales, por ende será en el juicio oral al momento de su práctica, en donde se deberá analizar, de acuerdo a las explicaciones que ofrezca la Fiscalía y lo que se diga por los testigos dentro del interrogatorio y el contrainterrogatorio, si estas fueron o no obtenidas y traídas a este proceso de manera legal, y será en ese momento, en donde la A quo habrá de determinar si las excluye o no. 
En conclusión, la Colegiatura, revocará la decisión adoptada por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la audiencia preparatoria realizada el 8 de noviembre de 2017, en cuanto a la no admisión de los testimonios de los patrulleros Jesús Castañeda Arenas y Fernando Arias Fernández y los informes de captura en flagrancia suscritos por estos, al igual que el dictamen preliminar de PIPH suscrito por Sebastián Giraldo Guerrero, y el informe definitivo sobre sustancias estupefacientes No. 15.926 elaborado por María Fernanda Medina Viana el 16 de agosto de 2017; para en su lugar, ordenar su admisión. 
Sin más por considerar, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, 

RESUELVE:
PRIMERO: REVOCAR el proveído proferido por el Juzgado 2º Penal del Circuito de esta localidad, en el devenir de la audiencia preparatoria celebrada el 8 de noviembre de 2017, en la cual se inadmitieron varias pruebas solicitadas por la Fiscalía dentro del proceso seguido en contra de NNQ Y JDIL.  
SEGUNDO: ORDENAR la admisión como pruebas de la Fiscalía, los testimonios de los patrulleros Jesús Castañeda Arenas y Fernando Arias Fernández y los informes de captura en flagrancia suscritos por estos, al igual que el dictamen preliminar de PIPH suscrito por Sebastián Giraldo Guerrero, y el informe definitivo sobre sustancias estupefacientes No. 15.926 elaborado por María Fernanda Medina Viana el 16 de agosto de 2017.

TERCERO: ORDENAR la remisión del presente expediente a su despacho de origen para que se continúe con la actuación. 

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede ningún recurso. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Entre las cuales se encuentra el descubrimiento probatorio, la enunciación de las pruebas descubiertas, la petición de las pruebas. 


� C.S.J., Sala de Casación Penal, Auto Penal del 9 de septiembre de 2015, Rad. 46107.


� Pero de lo argüido por el Fiscal Delegado, se infería, sin necesidad de hacer un gran esfuerzo intelectual, que la finalidad de su petición estaba encaminada a demostrar la hipotética proclividad o inclinación del Procesado a verse inmerso en asuntos relacionados con el tráfico de estupefacientes sintéticos, vg. las anfetaminas o metanfetaminas. 
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